AL SR. ALCALDE DEL EXCIMO. AYUNTAMIENTO DE ASTILLERO
Don Salomón Martín Avendaño, Don Ignacio Portilla Quiller, Don Jesús Mª Rivas Ruiz, Doña Mª Ángeles Eguiguren Cacho, Don Francisco Ortiz Uriarte, Doña Mª del Carmen Melgar Pérez y Don Fernando Solar Galindo, todos ellos Concejales del Excelentísimo Ayuntamiento de Astillero, cuyos antecedentes obran en la secretaria de este ayuntamiento, e integrantes de los  Grupos  Municipales Socialista, Regionalista e Izquierda Unida, al amparo de lo establecido en el artículo 46.2 de la Ley Reguladora de las Bases de Régimen Local, de 02 de abril de 1.985,  en su nueva redacción conforme a la Ley 11/1999, de 21 de Abril y del artículo 78 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen jurídico de las Entidades Locales.

SOLICITAMOS
La convocatoria de un Pleno de carácter extraordinario  de Fiscalización y Control, el día 14 de febrero del 2013, a las 18 horas, ya que se cumple el requisito de ser más de la cuarta parte los concejales peticionarios. 
El artículo 46,2 del La ley de Bases de Régimen Local establece que la celebración del pleno solicitado por al menos una cuarta parte de los miembros de la corporación no podrá demorarse por más de quince días hábiles desde que fuera solicitada, no pudiendo incorporarse el asunto al orden del día de un Pleno ordinario o de otro extraordinario con más asuntos si no lo autorizan expresamente los solicitantes de la convocatoria.

Si el Presidente no convocase el Pleno extraordinario solicitado por el número de concejales indicado dentro del plazo señalado, quedará automáticamente convocado para el décimo día hábil siguiente al de finalización de dicho plazo, a las doce horas, lo que será notificado por el Secretario de la Corporación a todos los miembros de la misma al día siguiente de la finalización del plazo citado anteriormente

La jurisprudencia ha insistido de forma reiterada que una vez solicitada la celebración de un pleno cumpliendo los requisitos legales, este ha de ser necesariamente convocado y celebrado. El alcalde está rigurosamente obligado a convocar y solo podrá excluir del orden del día algún asunto solicitado o no convocar la sesión cuando no se cumplan los requisitos formales legalmente exigidos, y solo después de haber permitido a los solicitantes subsanar las deficiencias. Fuera de estos supuestos el presidente de la corporación se excedería de una potestad que se limita a controlar la legalidad de la petición, no del acuerdo. En este sentido las sentencias del Tribunal Supremo de 19 de febrero de 1998 y 13 de diciembre de  1986 afirman que haber sido denegada la convocatoria de pleno extraordinario a petición de concejales no impide repetir la petición en un momento posterior. La denegación de la petición que cumple con los requisitos legalmente exigidos, no solo infringe la legalidad sino que vulnera el derecho constitucional de participación en los asuntos públicos.

FUNDAMENTOS DE LA PROPUESTA
El RDL 781/1986, de 18 de abril por el que se aprueban las disposiciones vigentes en materia de régimen local estable en su artículo 60: “Las autoridades y funcionarios de cualquier orden que, por dolo o culpa o negligencia, adopten resoluciones o realicen actos con infracción de las disposiciones legales, estarán obligados a indemnizar a la Corporación Local por los daños y perjuicios que sean consecuencia de aquéllos, con independencia, de la responsabilidad penal o disciplinaria que les pueda corresponder”
Por otro lado, y en el mismo sentido el 22.1 del ROF determina que “los miembros de las corporaciones locales estarán sujetos a responsabilidad civil y penal por los actos y omisiones realizados en el ejercicio de sus cargos (RD 2568/1986 de 28 de noviembre). Este precepto se relaciona también con el art. 225 del ROF.” Las entidades locales podrán instruir expediente, con audiencia del interesado, para declarar la responsabilidad civil de sus autoridades, miembros, funcionarios y dependientes que, por dolo, culpa o negligencia graves, hubieren causado daños y perjuicios a la Administración o a terceros, si éstos hubieran sido indemnizados por aquella.
Según dispone el art. 145 de la LRJAP y PAC:
1. “Para hacer efectiva la responsabilidad patrimonial a que se refiere el capítulo I de este Título, los particulares exigirán directamente a la Administración Pública correspondiente las indemnizaciones por los daños y perjuicios causados por las autoridades y personal a su servicio.

2. La Administración correspondiente, cuando hubiere indemnizado a los lesionados, exigirá de oficio de sus autoridades y demás personal a su servicio la responsabilidad en que hubieran incurrido por dolo, o culpa o negligencia graves, previa instrucción del procedimiento que reglamentariamente se establezca.

Para la exigencia de dicha responsabilidad se ponderarán, entre otros, los siguientes criterios: el resultado dañoso producido, la existencia o no de intencionalidad, la responsabilidad profesional del personal al servicio de las Administraciones públicas y su relación con la producción del resultado dañoso.
3. Asimismo, la Administración instruirá igual procedimiento a las autoridades y demás personal a su servicio por los daños y perjuicios causados en sus bienes o derechos cuando hubiera concurrido dolo, o culpa o negligencia graves.
4. La resolución declaratoria de responsabilidad pondrá fin a la vía administrativa.

5. Lo dispuesto en los párrafos anteriores, se entenderá sin perjuicio de pasar, si procede, el tanto de culpa a los Tribunales competentes”.

Se prevén, por tanto, dos supuestos en los que es posible la tramitación de expediente administrativo para la determinación de la responsabilidad de las autoridades y demás personal al servicio de la Administración Pública:

· Cuando la Administración se haya visto obligada a indemnizar a algún o algunos particulares con fundamento en actuaciones u omisiones imputables a alguna autoridad o funcionario.

· Cuando por acciones u omisiones de tales mismos sujetos la Administración haya sufrido cualquier tipo de perjuicio en sus bienes o derechos.

En ambos casos es inexcusable, por un lado, que exista un perjuicio económicamente cuantificable, y, por el otro, que concurra dolo, culpa o negligencia graves por parte de la autoridad o funcionario, lo que se determinará en el expediente que se instruya al efecto.

Es claramente constatable que en el caso que nos ocupa existe un perjuicio económico cuantificable  para el Ayuntamiento de Astillero, que asciende a la cantidad, aun sin posibilidad de determinar por desconocer los gastos que han acarreados los sucesivos recursos,  de más de 600.000 €. E igualmente constatable es la existencia de dolo, culpa o negligencia por parte del entonces alcalde y el actual, a tenor de las sentencias dictadas por las salas correspondientes de Tribunales Económicos, Audiencia Nacional y el propio Tribunal Supremo, en las que se dice textualmente que nos encontramos ante un fraude fiscal conscientemente realizado, y añade:
“…Ese incumplimiento puede motivar la no existencia de infracción cuando concurra alguna causa que permita justificar el comportamiento del infractor, que en este caso sería la adecuada diligencia por parte del Ayuntamiento. Pero la verdad es que la conducta del Ayuntamiento del Astillero no se puede defender en el caso presente.

El Ayuntamiento recurrente firmó, en 22 de octubre de 2003, la escritura pública de venta de la finca. El precio de la transmisión se fijó en 1.450.747,40 € más IVA. El Ayuntamiento de Astillero repercutió y cobró a la entidad adquirente el IVA sobre el precio de la transmisión al tipo del 16%, es decir, 232.119,58 €, cantidad que no se ingresó en el Tesoro Público. La operación no se registró en los libros aportados por el Ayuntamiento como libros registro de IVA, aunque sí fue incluida en la declaración anual de ingresos y pagos de 2003 presentada por el Ayuntamiento.


En estas condiciones no solamente no se acredita la diligencia debida por parte del Ayuntamiento en ingresar en el Tesoro Público el importe del IVA repercutido y cobrado al adquirente sino que se confirma, como dice el Abogado del Estado, que en este caso ha habido un fraude tributario conscientemente realizado, con el consiguiente perjuicio económico para la Hacienda Pública, siendo necesario la actuación inspectora para el descubrimiento del hecho imponible oculto y la colaboración de otra Administración Pública distinta de la AEAT para la regularización de la situación tributaria.
Al no acogerse ninguno de los motivos alegados procede desestimar el recurso de casación interpuesto y la desestimación debe hacerse con imposición de costas a la parte recurrente
 Tanto Don Juan Ignacio Diego, como Don Carlos Cortina han ocasionado un grave perjuicio económico a las arcas municipales; el primero por repercutir y no ingresar un impuesto al que el Ayuntamiento estaba obligado, disfrutando por ello de beneficios fiscales y por ocultación , prueba de ello es que la sanción impuesta lo es en su máximo porcentaje y asciende al 100% de la cantidad defraudada, tal y como se reconoce en las distintas sentencias recaídas en cada una de las instancias judiciales recurridas; y el segundo por su participación directa en la firma del acta de disconformidad, y su obstinación en seguir recurriendo instancia tras instancia cuando ya habían recaído sentencias desestimatorias todas condenatorias para el ayuntamiento, lo que no ha hecho sino demorar más lo que ya se preveía inevitable e incrementar la cantidad final que el Ayuntamiento debe desembolsar de los fondos públicos, aumentando el perjuicio económico.
El asunto propuesto para su inclusión en el Orden del Día es el siguiente: 

Propuesta de acuerdo, si procede, para iniciar expediente de responsabilidad patrimonial  a Don Juan Ignacio Diego Palacio y Don Carlos Cortina por los daños y perjuicios causados al Ayuntamiento de Astillero, por el fraude fiscal conscientemente realizado con existencia de culpa y negligencias graves, cometido al no haber ingresado el IVA correspondiente a la transmisión de una parcela, según sentencia del Tribunal Supremo de fecha 4 de octubre de 2012, durante su etapa como alcaldes, lo que ha supuesto al Ayuntamiento la obligación de hacer frente al pago, no ya de la cantidad defraudada, sino de la multa equivalente, los intereses desde el año 2.003 y los gastos judiciales relativos a las sucesivos recursos jurisdiccionales.  

Todo ello sin perjuicio de responsabilidad contable exigible ante el Tribunal de Cuentas.
En Astillero a 31 de enero de 2.013

FDO: Salomón Martín Avendaño, Ignacio Portilla Quiller, Jesús Mª Rivas Ruiz, Mª Ángeles Eguiguren Cacho, Concejales del PSOE;  Don Francisco Ortiz Uriarte, Doña Mª del Carmen Melgar Pérez, concejales del PRC;  Don Fernando Solar Galindo, concejal de IU.
